“GLORIA ANAHÍ MARTINA SOBRE JURADO DE ENJUICIAMIENTO” N° 31 -JE

ACTA N°17: Comisión Especial-Jurado de Enjuiciamiento.-

En la Ciudad de Neuquén, Capital de la Provincia del mismo nombre, República Argentina, a los 05 días del mes de julio del año 2011, siendo las 11:00 hs., se reúne la Comisión Especial del Jurado de Enjuiciamiento prevista en el art. 18 de la Ley 2698, presidida por el DR. ALBERTO TRIBUG, e integrada por el DIPUTADO MARCELO INAUDI y DR. ARIEL URBIETA. Actúa como Secretaria, la Señora Secretaria del Jurado de Enjuiciamiento, Dra. Isabel VAN DER WALT.-----------------------------------

Abierto el Acto por el Señor Presidente, se pone a consideración de la comisión el siguiente Expediente: “GLORIA ANAHÍ MARTINA SOBRE JURADO DE ENJUICIAMIENTO” N° 31 - JE.--------------------------------------------

Se deja constancia que conforme el orden de voto previsto en el Acta N° 15, lo hace en primer término el Dr. Alberto M. Tribug, a continuación el Dr. Ariel Urbieta y por último el Dr. Marcelo Inaudi. Asimismo, se ha dado cumplimiento al art. 18 de la ley N° 2698 y realizado la audiencia verbal de la Dra. Gloria Anahí Martina conforme surge del Acta N° 16.----------------- 
Es por ello, que corresponde a esta Comisión Especial, resolver en definitiva el pedido de Jurado de Enjuiciamiento formulado por el Sr. Edgardo Sapag contrala titular del Juzgado de Familia y Juicios Ejecutivos de la Tercera Circunscripción Judicial, Dra. Gloria Anahí Martina.----------------------------------

Así, Dr. Alberto M. Tribug, Dijo:----------------------
VISTO: I.-Que con fecha 08/04/11, Edgardo Raúl Sapag, en su carácter de Intendente de la ciudad de Zapala, presenta denuncia en los términos del artículo 267 de la Constitución Provincial, art. 13 y ccts. de la Ley nro. 1565, contra la Magistrada mencionada por presunto mal desempeño de sus funciones.------------------------
El nombrado en su denuncia afirma que: el 21/07/10 presentó ante la Fiscalía de Primera Instancia de Zapala, ampliación de denuncia por los hechos acontecidos en la sede de la comuna de Zapala, anoticiando que un grupo de personas procedieron a tomar, por la fuerza, las instalaciones de la municipalidad, impidiendo la prestación de tareas de los agentes comunales y los servicios públicos.--------
Que a fin de avalar tal afirmación, acompañó acta notarial de constatación; ante ello el Sr. Fiscal de Cámara, Dr. Héctor Trova inicia la investigación preliminar correspondiente, diligenciando medidas probatorias.-------------------------------------------
Que de las declaraciones testimoniales, surgía la presunta comisión de los hechos denunciados, por lo que el Fiscal interviniente, formula requerimiento de instrucción, en los términos del art. 171 del Código de Procedimientos Penal y Correccional y recusa con causa a la Dra. Gloria Anahí Martina, toda vez que consignó que la Magistrada ante otra denuncia por los mismos hechos había ordenado el archivo de las actuaciones, argumentando la inexistencia de los elementos típicos que componen la figura penal solicitada por la Fiscalía, declarando inaplicables por “desuetudo” normas penales y que el conflicto en cuestión no debía criminalizarse, toda vez que se trataba de una protesta social.------------------------------------------------
Que ante la solicitud del Fiscal, la Dra. Martina procede al archivo de las actuaciones, remitiéndose a lo expresado en autos “Fiscalía de Zapala s/solicita medidas”, expte. nro. 39.071, ante lo cual el Dr. Trova interpuso recurso de revocatoria, y en consecuencia, el titular del Juzgado de Instrucción de Zapala, Dr. Oscar Domínguez dicta resolución declarando la nulidad de la providencia.-------------------------------------------
Que la señora Jueza en autos “Sapag, Edgardo Raúl s/denuncia toma edificio municipal”, expte. nro. 31701/10 había ordenado el archivo de las actuaciones ante el requerimiento Fiscal de instrucción por presunta comisión del ilícito previsto en el art. 241 del Código Penal, sin agotar las medidas probatorias que la cuestión tornaba pertinentes.-------------------
Por las consideraciones expresadas, entiende que la actuación de la magistrada Martina denotan un claro desconocimiento del derecho y una notoria falta de aptitud para el ejercicio del cargo que detenta, prueba de ello, es que el Juez de Instrucción Oscar Domínguez, ordenó la nulidad de todo lo actuado en el expte. nro. 39.085/10. Culmina ofreciendo prueba y solicita se declare la admisión de la presente denuncia.-----------

II.- Que con fecha primero de julio, formula su descargo en forma verbal la Dra. Martina, conforme surge de las constancias de autos, y cuyo texto completo fue incorporado mediante acta N° 16.----------

En los pasajes más importantes de su declaración, manifiesta que:----------------------------------------

En este caso, al formularse las denuncias, hubo triple identidad de objeto, sujeto y causa. Que con relación a que el archivo de la causa debe realizarse mediante auto fundado, esto fue cumplido, dado que la circunstancia de remitirse a otra providencia o resolución, no importan falta de fundamentación de la providencia firmada, ya que es de práctica realizar tales remisiones.--------------------------------------

Expresa que si bien la desestimación de la denuncia no causa estado, la reiteración del hecho violentaría el principio del non bis in ídem, entiende que esta vía fue escogida en lugar del carril impugnativo prevista en las normas procesales, para obtener una solución diferente.--------------------------------------------- 

Respecto a la Resolución de la Cámara de Apelaciones en lo Criminal con Competencia Provincial, manifiesta que la revocación de una resolución de primera instancia, no importa una causal de mal desempeño, toda vez que el sistema esta previsto justamente para que las soluciones puedan ser revisadas por una instancia superior.----------------------------------------------
Solicita que se considere que la resolución la dictó como subrogante en feria, del Juzgado de Instrucción de Zapala, que dio las instrucciones correspondientes, que fueron cumplidas por el actuario.---------------------

La decisión que tomó, la fundó no solamente en la verificación realizada por el mismo –conforme surgía de las actas incorporadas al expediente y que no fueron impugnadas-, sino en las actuaciones policiales realizadas. Entiende que de ambas, surgía claramente que se trataba de una cuestión sindical por conflictos de índole estrictamente laboral, y que la ocupación era pacífica, se permitía el ingreso y egreso de las personas. Aquí, considera necesario expresar que la normativa supralegal que nos rige, obliga a los magistrados. Resultan de aplicación el Pacto de Derechos Civiles Económicos y Políticos, el convenio 135 de la OIT y los convenios 87 y 98 del mismo organismo internacional. En consecuencia, entiende que no existiendo riesgo para las personas, el Derecho Penal resulta la última ratio. ------------------------

Manifiestó que su decisión estuvo fundada en sus profundas convicciones, teniendo en cuenta las circunstancias del caso en particular, y que la circunstancia de decidir distinto a sus colegas, es parte de la realidad del derecho y para ello se encuentran previstos los carriles impugnativos.--------

Por último, expresó que si se perseguía el desalojo del organismo público, el intendente pudo haber recurrido al auxilio de la fuerza pública, ya que el artículo 100 de la Carta Orgánica Municipal lo  habilita para mantener el orden, y por otro lado, está dentro de las funciones policiales como surge de la Ley orgánica de la policía.--------------------------------------------  

III.-Y CONSIDERANDO: Que previo a ingresar al examen de la cuestión central propuesta, creo necesario señalar, junto a destacada doctrina que: “La responsabilidad de los funcionarios públicos es una de las características del sistema político de la república democrática cuya nota central es la división y control del poder. A través del control de los funcionarios se puede establecer las responsabilidades de éstos, en su doble acepción: la de dar cuenta de los propios actos y la de dar respuestas oportunas y eficaces al compromiso institucional asumido al aceptar el cargo de que se trate. El control de los poderes y entre los poderes anuda una de las relaciones del sistema republicano y hace responsable al controlado y a quien, circunstancialmente, ejerce el control.”(cfr. María Angélica Gelli, Marcelo A. Sancinetti en “Juicio Político”, pág. 50).-----------------------------------
Nuestra Constitución Provincial establece en el art. 267 que: “Los miembros del Poder Judicial no sujetos a juicio político podrán ser removidos por mal desempeño o comisión de delito, pudiendo ser acusados por cualquier habitante de la Provincia ante el Jurado de Enjuiciamiento.” .-------------------------------------
Nuestra Cimera Ley ha creado un órgano especial e independiente que ejerce las atribuciones directamente confiadas por dicho ordenamiento legal, que pueden calificarse como “cuasijurisdiccionales” en cuanto decide sobre la responsabilidad y eventual destitución de magistrados, puesto que, con palabras de Sosa Ardite y Jaren Agüero: “la legalidad de su actuar es el respaldo lógico del principio de inamovilidad de los jueces mientras dure su buena conducta.” (cfr. auts. cits., en “Proceso para la remoción de magistrados”, pág. 231).---------------------------------------------
Dijo Ignacio Cafferata Nores, como Diputado Nacional en la sesión del 12 de marzo de 1997 de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, en oportunidad de tratarse la Ley nro. 24.937 sobre “Consejo de la Magistratura y Jurado de Enjuiciamiento de los Magistrados”: “Creo que es importante destacar, a los fines de que sirva para la interpretación de la ley, que el Jury es nada más, pero nada menos, que un reexamen de la subsistencia de la idoneidad técnica y de la idoneidad ética que requiere la Constitución para los jueces de la Nación…” (cit. por Sosa Arditi y Jaren Agüero en ob. cit. pag. 236).--------------------------
Y aquí es donde debe enfatizarse que para juzgar la capacidad técnica profesional para el desempeño del cargo de Juez y poder apreciarla, los criterios deben ser más severos que para los restantes servidores públicos, a fin de mantener y acrecentar la credibilidad de la sociedad en la justicia, por cuanto el enjuiciamiento político, contiene un mensaje a la comunidad en general, ello por cuanto, recuperar el prestigio y la confianza en la justicia es tarea permanente y de todos.---------------------------------
Bajo tales parámetros, corresponde repasar los cargos sobre los cuales la Comisión se expedirá, para lo que volvemos a aludir a la denuncia formulada:------------- 

El agravio central del denunciante consiste en que la titular del Juzgado de Familia y Juicios Ejecutivos de la Tercera Circunscripción Judicial, Dra. Gloria Anahí Martina, ejerciendo por subrogancia, el cargo de Juez de Instrucción, ordenó el archivo de las actuaciones, que tramitaron bajo expte. nro. 39.085/10, caratulado “C.B., L.D., S.J., H.H., H.L. s/infracción art. 241 inc. 2º”, por simple providencia, afirmando el Sr. Sapag, que ello implica una ignorancia de la disposición contenida en el art. 178 del C.P.P. y C. en punto a que el archivo sólo puede disponerse mediante auto interlocutorio, constituyendo dicho acto no sólo un desconocimiento de las normas procesales sino una flagrante violación de la norma del art. 106 del código de rito aplicable. También agrega el presentante que en la causa nro. 31707/10 la magistrada aquí cuestionada, resolvió ordenar una inspección ocular en el lugar donde se estaban produciendo los hechos objeto de investigación, sin notificar al Fiscal, resultando ésta la única prueba adoptada para comprobar la existencia de la figura delictiva denunciada; Sapag dice además que la Dra. Martina modificó el criterio jurisprudencial, toda vez que afirmó que la multiplicación de protestas o reclamos que impiden o entorpecen el normal funcionamiento de instituciones o servicios públicos, su aceptación por la sociedad en general, generó una suerte de “desuetudo” del tipo penal imputado. Por último denuncia que pese a la recusación formulada por el Fiscal interviniente, la Dra. Martina no resolvió conforme a derecho, tal petición, es decir, procedió a resolver pese a la impugnación de prejuzgamiento que efectuó el representante de la vindicta pública.------------------
En primer lugar es necesario señalar, - puesto que pareciera que el denunciante anoticia sobre distintos actos de la magistrada cometidos en varias causas-, que siempre se trató de un solo hecho objeto de investigación, esto es, la ocupación de las instalaciones de la Municipalidad de Zapala por un grupo de personas, efectuadas a partir de julio del 2010.--------------------------------------------------
En efecto, tal como surge del expte. nro. 39.085/10, cuya copia he tenido a mi vista,  Edgardo Raúl Sapag presentó el 21/07/10 ante la Fiscalía de Primera Instancia de Zapala, ampliación de denuncia del hecho anoticiado el 15 del mismo mes y año; repárese que el Dr. Héctor Carlos Trova al formular el requerimiento de instrucción (fs. 30/33) afirma que: “vengo a denunciar hechos nuevos con relación al requerimiento de instrucción formulado por esta Fiscalía en la causa 39071/10.----------------------------------------------
Así las cosas, la Dra. Martina, remitiéndose al archivo ordenado en la causa primigenia, nro. 39.071, dispone igual solución (fs. 34), mediante providencia del 23/07/10, interponiendo el representante de la vindicta pública recurso de revocatoria (fs. 35), con acogida favorable, puesto que el titular del Juzgado de Instrucción, Dr. Oscar Domínguez, decreta la nulidad del archivo ordenado por Martina, procede a la acumulación de la causa nro. 39.084/10, por conexión objetiva y ordena nuevas medidas de prueba (fs. 45/47). En aquellas actuaciones (nro. 39.084/10) la prevención había intervenido de oficio a fin de investigar la presunta toma de las instalaciones del municipio local, hecho que, conforme surge del acta de procedimientos y demás diligencias policiales, había sucedido el 14/07/10. Dicho legajo fue remitido al Juzgado de Instrucción local el 22/07/10 (cfr. cargo obrante a fs. 78 vta.).----------------------------------------------
Por otra parte, el expte. nro. 31701/10, también se inicia por la prevención y por la denuncia efectuada por el Intendente de la comuna, (fs. 293), quien posteriormente efectúa otra denuncia, por los mismos hechos ante la Fiscalía de Zapala el 29/07/10; esos legajos fueron acumulados a la causa nro. 39.085/10 (cfr. providencia del 29/11/10 obrante a fs. 367).-----
En conclusión tanto las actuaciones iniciadas en sede prevencional como las efectuadas ante la Fiscalía, trataban sobre el mismo hecho: la presunta toma en el municipio de Zapala (luego todas acumuladas al expte. nro. 39.085/10) cuyas copias están anexadas a la expediente N° 31/2011 JE.------------------------------
Efectuada esta aclaración, surge de los actuados que la Dra. Martina mediante Resolutorio nro. 648/10 resolvió desestimar la denuncia formulada por Edgardo Raúl Sapag.-------------------------------------------------
Argumenta la magistrada aquí denunciada, que en virtud del principio “iuria curia novit” le incumbe calificar la verdadera índole jurídica de la cuestión y su fundamento, pasando al análisis de la existencia de los elementos típicos de la figura penal bajo examen, art. 241 inc. 2º del C.P., para luego afirmar que “la ocupación de la sede comunal no sólo posee carácter pacífico sino que además tiene su origen en reclamos de estricta índole gremial(…)” procediendo a continuación a efectuar una disquisición sobre los derechos, que conforme su criterio, estarían en pugna, para culminar con la desestimación de la denuncia.-------------------
Tal acto procesal resultó impugnado por el Fiscal de Cámara, Dr. Héctor Trova (fs. 324/330) habiendo la Cámara de Apelaciones en lo Criminal con Competencia Provincial acogido favorablemente, puesto que revocó la resolución puesta en crisis (cfr. R.I. nro. 321/10, obrante a fs. 335/340).--------------------------------
Estos serían los hechos, sintéticamente expuestos, constitutivos, conforme las expresiones del denunciante, del mal desempeño achacado a la Juez Gloria Anahí Martina.----------------------------------
Lo que corresponde evaluar a esta Comisión, es si tal proceder configuró un mal desempeño por parte de la Dra. Gloria Anahí Martina.----------------------------- 

Sabido es que el requisito de idoneidad, resulta prioritario para el acceso a la función pública, la buena conducta es necesaria para el mantenimiento de ese cargo y que el mal desempeño al decir de Sosa Arditti y Jaren Agüero es: “una causal funcional específica mientras que la comisión de delitos en la función o crímenes comunes importan una especie de mala conducta agravada.Cuando la Constitución requiere idoneidad para el nombramiento también lo exige para el mantenimiento en esa función. La pérdida de la idoneidad debe ser lógicamente motivo de destitución. Esa falencia, en lo técnico, se traduce en mal desempeño que es de naturaleza funcional. La mala conducta importa un concepto más amplio, comprensivo de lo funcional y lo extra funcional, referido a los procederes reprochables del juez fuera del marco de protección del art. 19 de la Const. Nacional.” (cfr. auts. cits., en ob. cit., pág. 236).-------------------
De manera compatible con tales conceptos, se pronuncia Angélica Gelli, quien dice, que: “(…)puede afirmarse que la mala conducta de un magistrado, evidenciada en hechos, actos u omisiones ante la obligación de obrar, puede configurar, también, un tipo de mal desempeño. Pero éste es funcional, en cambio la mala conducta puede darse en la función o fuera de ella…ambas expresiones son indeterminadas. Ello implica una atribución discrecional –pero no arbitraria- concedida por el constituyente a los órganos competentes para acusar o enjuiciar a los magistrados. Así, las eventuales acciones u omisiones configurativas de la mala conducta no están tipificadas ni en la Constitución, ni todas ellas en la ley. Dependen de las circunstancias de tiempo y lugar, y de la apreciación política e institucional de los órganos encargados de caracterizarla. No obstante, como ya se señaló, la particularidad flexible del mal desempeño no linda, siquiera aproximadamente, con la arbitrariedad, pues los hechos que constituyen el mal desempeño, y que se imputen al magistrado, deben ser concretos, precisos y probados.”(cfr. Angélica Gelli, “¿Constituye la mala conducta una causal autónoma de remoción de magistrados judiciales? En LL, ejemplar del 8/3/01, Columna de opinión.).---------------------------------------------
Así se dijo que “La expresión mal desempeño ‘tiene una latitud considerable y permite un juicio discrecional amplio, pues se trata de una falta de idoneidad, no sólo profesional o técnica, sino también moral, como la ineptitud, la insolvencia moral, todo lo que determina un daño a la función, o sea a la gestión de los intereses generales de la Nación. La función pública, su eficacia, su decoro, su autoridad integral es lo esencial; ante ella cede toda consideración personal.”(cfr. JEMN, causa nº 7, “Torres Nieto, Mirta Carmens/Pedido de enjuiciamiento”, consid. 23; con cita de Rafael Bielsa “Derecho Constitucional”, págs. 483/484).----------------------------------------------
Resultan ciertas las afirmaciones del denunciante en punto a que la Dra. Martina, actuando como Juez de Feria, mediante Resolución Interlocutoria nro. 648/10 desestimó la denuncia impetrada por el aquí denunciante; igual temperamento adoptó, empero por simple providencia, ante la nueva denuncia presentada por igual persona, conforme surge de las constancias causídicas.--------------------------------------------
Que asimismo vale señalar el auto interlocutorio mencionado, resultó apelado por el representante de la vindicta pública, y en consecuencia la Cámara de Apelaciones en lo Criminal con Competencia Provincial, se pronunció revocando dicho acto procesal. También surge de las constancias causídicas, que en relación al segundo archivo ordenado por la magistrada aquí denunciada, el titular del Juzgado de Instrucción, Dr. Oscar Domínguez, ya en sus funciones, y ante el recurso de revocatoria impetrada también por el Fiscal interviniente, lo anuló y prosiguió con la investigación de los hechos.---------------------------
Tal proceder, en mi opinión,  no constituye un actuar que implique un desconocimiento del derecho, ello así por las razones que paso a exponer.--------------------
Repárese que el Sr. Sapag, en su carácter de Intendente de la comuna de Zapala, se presenta en la Fiscalía de Primera Instancia, por escrito, denunciando la presunta comisión del delito previsto en el art. 241 del Código Penal (fs. 293 del expte. nro. 39.085/10. En dicha presentación y en forma escueta afirma que el 15/07/10 “… en forma ilegítima se procede a tomar por la fuerza las instalaciones de la Municipalidad de Zapala, impidiendo el desempeño total de actividades, tanto en lo laboral por parte del personal, como así también el acceso al público en general. Que dichas personas perturban el orden normal de desempeño de actividades en la Municipalidad de Zapala, IMPIDIENDO la prestación de servicios básicos para la comunidad, circunstancia que determina la presentación de la presente a los efectos de que se investigue la conducta que fuera detallada y sin perjuicio de la comisión de otros delitos que se pudieran configurar.” Asimismo el denunciante Sapag solicita como “medida preventiva” el desalojo de los supuestos autores del hecho y como prueba una inspección judicial a los efectos de constatar los hechos denunciados.----------------------
El Dr. Trova, sin haber efectuado ninguna medida probatoria, realiza el requerimiento de instrucción (fs. 304) sólo con la denuncia, propiciando determinadas pruebas (básicamente consistente en la inspección del lugar por parte de la policía, identificación de autores, etc.) a lo que la Dra. Martina hace lugar (cfr. al respecto acta de fs. 308/309) y el 19/07/10 dicta la R.I. nro. 648/10 desestimando la denuncia.------------------------------
En dicha pieza procesal la Jueza interviniente se remite al acta de constatación efectuada por la policía, señalando la magistrado que de la prueba colectada (la única) acreditaba la ocupación pacífica de la sede comunal, pasando a continuación a examinar los elementos típicos de la figura penal bajo examen; luego procede a efectuar una disquisición de los derechos que, conforme sus dichos, se encuentran en pugna, culminando que los hechos objeto de investigación no constituyen ilícito alguno.-----------
Por su parte la Cámara de Apelaciones, al revocar dicho resolutorio dijo que “… se encuentra plenamente justificada la incoación de la acción penal y su ejercicio. No existe obstáculo constitucional alguno que impida el progreso del proceso. Lo dicho no implica desconocer el derecho de huelga, la decisión de hacer o no hacer determinadas conductas orientadas a la defensa de derechos propios y ajenos de los trabajadores y de las garantías sociales. Nada más alejado de ello. Supone sí reconocer un límite a tal comportamiento que está dado por el derecho del ciudadano que quiera conducirse de manera contraria y no lo puede hacer por influjo externo que condiciona negativamente su esfera volitiva. Por supuesto habrá de analizarse las circunstancias de cada caso particular; en el que ilustran las presentes actuaciones se desprende, con la provisoriedad propia de esta etapa procesal, que la esfera de libertad de decisión de algunos trabajadores que no comulgaron con la metodología implementada se vio afectada, no pudiendo realizar las actividades propias de su actividad como dependientes del Estado. Esta es la situación entonces que justifica subsumir provisoriamente el hecho enrostrado en las prescripciones del art. 241 inc. 2º del CP.”· Y agregan “Ciertamente, no surge de la escasa información colectada en el subjúdice, que la acción desplegada por los sospechados no sea pacífica. Sin embargo ese extremo, a los fines de la subsunción típica sugerida por el titular de la acción penal, carece de relevancia. El punto neurálgico reside…en la forma de exteriorización del reclamo o, si se quiere, en el modo escogido como medio para hacer valer los derechos que se entiende poseer. El núcleo de la cuestión no se identifica con la legitimidad (o no) de los reclamos o demandas sino en cómo fueron ejercidas las conductas en pos de procurar la atención de tales reclamos o demandas. Dirimir ese meollo amerita contar con un plexo probatorio más rico, la adopción de medidas instructorias orientadas a echar luz sobre el particular.”-------------------------------------------
Expuesto el concepto de mal desempeño, en los párrafos precedentes y siguiendo con dicha línea directriz, se observa que el haber ordenado el archivo de las actuaciones, no reviste una gravedad para configurar la causal denunciada. Repárese que en definitiva, lo que afirma la Cámara que revisó el acto cuestionado, es que resultó prematuro, debido al escaso plexo probatorio colectado hasta esa instancia procesal. También vale remarcar que la magistrada no omitió toda prueba a fin de comprobar o no la existencia del ilícito denunciado por Sapag, sino que diligenció la única prueba que había solicitado el Sr. Fiscal interviniente, la que luego valoró para llegar a la conclusión aquí objetada.

Sabido es que no se puede considerar mal desempeño cualquier transgresión u omisión, puesto que de esta manera se comprometería la garantía constitucional de la inamovilidad e imparcialidad con la que debe protegerse la función del magistrado judicial. Cabe advertir en el sub judice, que si la Dra. Martina consideró que los hechos anoticiados no constituían un hecho típico, antijurídico y culpable, las partes tenían los remedios procesales para revertir tal situación: justamente ello fue lo efectuado en el caso ‘sub examine’: disconforme el titular de la acción pública con la resolución adoptada por el Juez interviniente, interpuso impugnación y logró su objetivo: proseguir con la investigación del hecho denunciando por el Intendente de la comuna de Zapala.--
Al respecto reitero los conceptos vertidos en autos “J.E. –J-N.” expte. nro. 30/10,  “Teniendo presente lo dicho por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en torno a que el mal desempeño no se configura con retardos o decisiones susceptibles de consideraciones erróneas, cuya corrección o remedio corresponde a los tribunales de alzada o a los que ejerzan la superintendencia inmediata, si se tiene en cuenta que no se trata de supuestos de extrema gravedad.”---------
El delicado equilibrio que supone verificar la regularidad del desempeño de un magistrado frente a la innegable posibilidad de error en sus fallos, exige actuar con máxima prudencia al valorar la proyección de tales desaciertos y la atribución de intencionalidad en su comisión. Es que el error es una hipótesis de tan frecuente concreción que ha sido prevista por el legislador para organizar una estructura de un Poder Judicial en que los tribunales de diferente grado estudian y reexaminan el mismo caso en forma sucesiva.- 

Amén de lo expuesto, doctrina y jurisprudencia, resultan contestes en afirmar que la habitualidad –es decir la reiteración de actos contrarios a derecho- tiene que constituir la nota característica del mal desempeño de los magistrados. Aquí, y como lo dije al comenzar el presente voto, sólo se trató del proceder de la funcionaria en un solo hecho objeto de investigación.-----------------------------------------
Dice Armagnague: “(…)los actos capaces de configurar la causal de mal desempeño deben significar el ejercicio irregular de la jurisdicción, con daño grave, perjudicial y habitual de los intereses en juego, y ser incompatibles con la augusta misión de dar a cada uno lo suyo.” (cfr. aut. cit. en “Juicio Político y Jurado de Enjuiciamiento”, pág. 119).-------------------------
Ha dicho el Cimero Tribunal de la Nación que cualquiera sea el acierto o el error de las resoluciones objetadas, ello deberá ser establecido dentro de los cauces procedimentales y por el juego de los recursos que la ley suministra a los justiciables. En este orden de ideas, resulta impensable que la potestad política que supone el juzgamiento de la conducta de los jueces esté habilitada para inmiscuirse en la tarea jurisdiccional de éstos y formular juicios al respecto.”(Fallos 272-52, 278-34).---------------------
Al amparo de tales consideraciones expuestas precedentemente entiendo, que corresponde declarar la inadmisibilidad de la denuncia formulada contra la Dra. Gloria Anahí Martina, titular del Juzgado de Familia y Juicios Ejecutivos de la Tercera Circunscripción Judicial. ---------------------------------------------

El Dr. Ariel Urbieta dijo: Por compartir los fundamentos expresados y la solución a la que arriba el Vocal que vota en primer orden, adhiero al mismo. ASI VOTO.--------------------------------------------------

El Dr. Marcelo Inaudi dijo: Por compartir los fundamentos expresados y la solución a la que arriba el Vocal que vota en primer orden, adhiero al mismo. ASI VOTO.--------------------------------------------------

Por las consideraciones expresadas y por unanimidad, la Comisión Especial del Jurado de Enjuiciamiento prevista en la Ley N° 1565 y su modificatoria N° 2698,  RESUELVE: 1°) Declarar la INADMISIBILIDAD de la denuncia formulada contra la Dra. Gloria Anahí Martina.(Conf. Art. 18 inciso 1 de la Ley 1565 con la modificación de la Ley N° 2698).- 2°) Disponer la notificación de la presente Resolución, al Jurado de Enjuiciamiento, a la Dra. Gloria Anahí Martina y al Sr. Edgardo Sapag. 3°) Cumplidas las notificaciones precedentemente ordenadas, disponer el archivo de las presentes actuaciones. --------------------------------
Con lo que se dio por finalizado el acto, previa lectura, firman los integrantes de la Comisión, por ante mí, de lo que doy fe.- 


         
Se deja constancia que en el día de hoy -06 de julio de 2011- se rectificó en el original a fs. 1 el nombre “Eduardo” por “Edgardo” atento a haber incurrido en un error. 
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